
INFORME RELATIVO A LAS OBLIGACIONES DE LOS GRUPOS DE EMPRESAS DE DISPONER DE UN 

SISTEMA INTERNO DE INFORMACIÓN. 

 

 La Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 

informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, dedica su Título II a lo 

que ella misma denomina “Sistema interno de información”. Dentro de él se ocupa, en su 

Capítulo II, del “Sistema interno de información en el sector privado”. De esta manera la norma 

regula, por un lado, los Sistemas internos de información, y por el otro, dentro de ese concreto 

género jurídico de varias especies de Sistemas internos de información: 1) los del sector privado 

(arts. 10 a 12), y 2) los del sector público (arts. 13 a 15). 

 Dentro de las disposiciones generales relativas a todos ellos (arts. 4 a 9), la norma obliga 

al “órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad u organismo” (art. 5) de los 

sectores público y privado a implantar lo que ella misma adjetiva como “Sistema interno de 

información”, siempre previa consulta con la representación legal de las personas trabajadoras 

(art. 5). Es decir, que antes de la efectiva implantación de ese SII, las entidades u organismos a 

los que se refiere la ley deben —insistimos, siempre antes de su creación (“previa consulta…”)— 

consultar (no negociar) con los delegados de personal o el comité de empresa (supuesta su 

existencia) la implantación del SII, con lo que debiera bastar con informar acerca de los principios 

generales del mismo antes de su efectiva creación, al efecto de que se hagan las alegaciones 

pertinentes.  

En caso de no existir representación legal, la lógica impone la necesidad de consultar la 

futura implantación del SII con todos y cada uno de los trabajadores de la empresa. Porque la 

expresión “previa consulta” no puede significar más que la necesidad de trasladar a los 

trabajadores (o a su representación legal) la futura creación de un SII, señalando sus principios 

generales de actuación. Entendemos que para ello debiera bastar la inclusión de la noticia en el 



tablón de anuncios de la empresa, o incluso la notificación a través de los medios electrónicos 

de la empresa habilitados para ello, siempre de manera que se garantice la recepción de la 

noticia por la plantilla de la empresa. 

 La norma, pese a todo, no concreta debidamente cómo debe llevarse a efecto esa 

implantación de la que ella misma habla, pero creemos que puede deducirse de lo dispuesto en 

su art. 5. En concreto, cuando se refiere a la existencia de distintas fórmulas de gestión en el 

apartado 2 de ese mismo precepto. Así, según el art. 5.2 de la Ley 2/2023, “El Sistema interno 

de información, en cualquiera de sus fórmulas de gestión, deberá”, por lo que aquí interesa: 1) 

permitir comunicar información sobre las infracciones previstas en el art. 2 de la Ley 2/2023; 2) 

estar diseñado, establecido y gestionado de una forma segura, impidiendo el acceso de personal 

no autorizado; 3) integrar los distintos canales internos de información que pudieran 

establecerse dentro de la entidad; 4) garantizar que las comunicaciones presentadas puedan 

tratarse de manera efectiva dentro de la correspondiente entidad u organismo con el objetivo 

de que el primero en conocer la posible irregularidad sea la propia entidad u organismo; 5) 

contar con un “Responsable del sistema”; 6) contar con una política o estrategia que enuncie los 

principios generales en materia de Sistemas interno de información y defensa del informante y 

que sea debidamente publicitada en el seno de la entidad u organismo; y 7) contar con un 

procedimiento de gestión de las informaciones recibidas. 

 De todo ello, y por lo que a nosotros más nos interesa, resulta que el SII puede (y debe) 

integrar en su seno todos los canales internos de la entidad u organismo de que se trate. Podría 

parecer en un primer momento que los mismos no son más que aquellos a los que se refiere el 

art. 7 de la Ley 2/2023 (“para posibilitar la presentación de información respecto de las 

infracciones previstas en el artículo 2”), lo que tendría sentido, por ejemplo, en una empresa con 

varios centros de trabajo, pudiendo crearse canales internos de información en cada uno de 

ellos, aunque el SII sea único. Pero cobra mayor sentido si se atiende al hecho de que, antes 



incluso de la entrada en vigor de la Ley 2/2023, los mismos ya venían siendo regulados en la 

legislación española. Un ejemplo, entre otros, lo proporciona el art. 199 del Real Decreto-ley 

3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico 

español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en 

determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito 

tributario y de litigios fiscales, donde se dispone que “los distribuidores de seguros y reaseguros 

deberán disponer de procedimientos adecuados para que sus empleados puedan notificar 

infracciones a nivel interno a través de un canal independiente, específico y autónomo, que 

podrán ser objeto de desarrollo reglamentario”. 

 Por lo tanto, todos los sujetos públicos y privados a los que se refiere específicamente la 

Ley 2/2023 deben implantar un SII (sin perjuicio, como prevé el art. 6 de la Ley 2/2023, de acudir 

a un tercero para la gestión del Sistema la recepción de informaciones), del que deberán a su vez 

depender sus canales internos de información, de tal manera que a través de los mismos se 

posibilite la presentación de informaciones o comunicaciones relativas a cualquiera de las 

distintas infracciones previstas por la Ley 2/2023, y que deberá contar con lo que la norma 

denomina “Responsable del Sistema interno de información”. 

 Este “Responsable del Sistema interno de información” se regula en el art. 8 de la Ley 

2/2023, donde se impone a “el órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad 

u organismo obligado por esta ley” la obligación de designar “la persona física responsable de la 

gestión de dicho sistema o «Responsable del Sistema», y de su destitución o cese”. Y aunque la 

norma no lo diga, parece que ese “Responsable” es la persona que debe gestionar el SII y 

tramitar así las informaciones recibidas, el cual deberá encargarse del procedimiento de gestión 

de informaciones al que se refiere el art. 9 de la Ley 2/2023. Así lo confirma el apartado 2 de ese 

mismo art. 8, al señalar que “Si se optase por que el Responsable del Sistema fuese un órgano 



colegiado, este deberá delegar en uno de sus miembros las facultades de gestión del Sistema 

interno de información y de tramitación de expedientes de investigación”. 

 Sea como fuere, según el art. 8.3 de la Ley 272023, “Tanto el nombramiento como el 

cese de la persona física individualmente designada, así como de las integrantes del órgano 

colegiado deberán ser notificados a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 

A.A.I., o, en su caso, a las autoridades u órganos competentes de las comunidades autónomas, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, en el plazo de los diez días hábiles siguientes, 

especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el mismo”. 

 Sobre esta base, pues, queda por determinar las obligaciones que, al respecto de todo 

ello, impone la Ley 2/2023 con relación a los grupos de empresas.  

 En este sentido, la primera prevención legal a tener en cuenta es el art. 10 de la Ley 

2/2023, donde se obliga a “disponer un Sistema interno de información en los términos previstos 

en esta ley: a) Las personas físicas o jurídicas del sector privado que tengan contratados 

cincuenta o más trabajadores”. 

 ¿Significa esto que los grupos de empresas sólo debe implantar un SII en aquellas 

empresas que tengan contratados cincuenta o más trabajadores? Pues parece que debiera ser 

así, pero resulta que no lo es, ya que la Ley 2/2023 cuenta con una previsión específica relativa 

a los grupos de empresas, o a lo que ella misma denomina “grupos de sociedades”.  

 Esos grupos de sociedades de lo que habla la norma son sólo aquellos (según dice el art. 

11 de la Ley 2/2023) constituidos “conforme al artículo 42 del Código de Comercio”. No se trata, 

pues, de personas jurídicas, ya que el art. 42 del Real Decreto de 22 de agosto de 1885 por el 

que se publica el Código de Comercio, se limita a señalar cómo deben identificarse los grupos de 

sociedades a efectos de la presentación de sus cuentas anuales y el informe de gestión 

consolidados. Nos encontramos así con una figura jurídica de creación legal, pero sin 

personalidad jurídica propia. 



 De esta manera, para la Ley 2/2023 son sólo grupos de empresas o sociedades aquellos 

en los cuales una sociedad ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra 

u otras. En particular, se presumirá que existe control cuando una sociedad, que se calificará 

como dominante, se encuentre en relación con otra sociedad, que se calificará como 

dependiente, en alguna de las siguientes situaciones: a) Posea la mayoría de los derechos de 

voto. b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de 

administración. c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la mayoría 

de los derechos de voto. d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del 

órgano de administración, que desempeñen su cargo en el momento en que deban formularse 

las cuentas consolidadas y durante los dos ejercicios inmediatamente anteriores. En particular, 

se presumirá esta circunstancia cuando la mayoría de los miembros del órgano de administración 

de la sociedad dominada sean miembros del órgano de administración o altos directivos de la 

sociedad dominante o de otra dominada por ésta. Este supuesto no dará lugar a la consolidación 

si la sociedad cuyos administradores han sido nombrados, está vinculada a otra en alguno de los 

casos previstos en las dos primeras letras de este apartado. 

 Por lo tanto, según el art. 11 de la Ley 2/2023 cuando se dé alguna de esas situaciones, 

que una empresa controle otra u otras en el sentido expresado por la norma (y, no lo olvidemos, 

la jurisprudencia mercantil), “la sociedad dominante aprobará una política general relativa al 

Sistema interno de información a que se refiere el artículo 5 y a la defensa del informante, y 

asegurará la aplicación de sus principios en todas las entidades que lo integran”. 

 Ahora bien, cuando la norma habla de una “política general relativa al Sistema interno 

de información” a que se “refiere el artículo 5”, lo cierto es que este último precepto sólo se 

menciona la “política” en la letra h) de su apartado 2, dentro de lo relativo a la necesidad de que 

el SII cuente con “una política o estrategia que enuncie los principios generales en materia de 



Sistemas interno de información y defensa del informante y que sea debidamente publicitada 

en el seno de la entidad u organismo”.  

Así las cosas, parecería que la “política” a la que se refiere el art. 11 (que debe ser de 

carácter general y con relación al SII) es la misma que la relacionada en el art. 5. Y así podría ser, 

pero el hecho mismo de que deba aprobarse una política general relativa al SII por parte de la 

sociedad dominante sólo puede significar la necesidad de que todas las empresas del grupo 

deban contar con un SII, lo que cobra sentido si se atiende a lo que ese mismo precepto dispone 

un poco más adelante que “El Responsable del Sistema podrá ser uno para todo el grupo, o bien 

uno para cada sociedad integrante del mismo, subgrupo o conjunto de sociedades, en los 

términos que se establezcan por la citada política. Por su parte, el Sistema interno de información 

podrá ser uno para todo el grupo”. 

Y decimos que cobra sentido porque según este último inciso los grupos de empresas se 

encuentran obligados a contar con un “Responsable del Sistema” (que, recuérdese, es el gestor 

del SII)  para todo el grupo, o bien uno para cada sociedad integrante del mismo, subgrupo o 

conjunto de sociedades, en los términos que se establezcan por la citada política, y además que 

“el Sistema interno de información podrá ser uno para todo el grupo”. 

De este modo, entendemos que esa “política general” no es más que un “Sistema interno 

de información” sui géneris, que permite al grupo de empresas conformar su SII, que podrá ser 

único para todo el grupo, uno para todas y cada una de las empresas del grupo (con 

independencia del número de trabajadores contratados), o incluso uno para cada conjunto de 

sociedades o empresas que decida esa misma “política general”. 

Es decir, que los grupos de empresas (así entendidos según el art. 42 del Código de 

Comercio) deben contar con un SII que permita a todas las personas referidas en el artículo 3 de 

la Ley 2/2023 comunicar información sobre las infracciones previstas en el artículo 2 de esa 

misma norma. Pero la decisión de cómo implantarlo queda al albur de la sociedad dominante. 



Esta última, pues, puede y debe aprobar (parece que sin consultarlo a la representación 

legal de los trabajadores, ya que la norma no dice nada al respecto) una política general relativa 

al SII y a la defensa del informante, y deberá asegurar su aplicación en todas las entidades que 

lo integran, sin perjuicio de la autonomía e independencia de cada sociedad, subgrupo o 

conjunto de sociedades integrantes que, en su caso, pueda establecer el respectivo sistema de 

gobierno corporativo o de gobernanza del grupo, y de las modificaciones o adaptaciones que 

resulten necesarias para el cumplimiento de la normativa aplicable en cada caso.  

Es decir, que con independencia de la existencia de varios Sistemas internos de 

información (que sí deberán ser consultados a la representación legal de manera previa) en el 

seno del grupo, debe existir una política general relativa a todos ellos (o a uno solo de ellos, en 

caso de que exista un único SII), pero que podrá respetar su autonomía e independencia (de 

acuerdo con lo que decida presamente la sociedad dominante en su política general) en orden 

al establecimiento de fórmulas de gestión del SII, pudiendo a tales efectos conformar un 

conjunto de sociedades con un único SII, o establecer particularidades a la hora de su 

implantación en concretas empresas del grupo. 

En suma, sobre la base de que todas las empresas del grupo deben contar con un canal 

interno de información, que permita a las personas trabajadoras que tengan una relación laboral 

o profesional con el mismo la presentación de comunicaciones, la sociedad dominante del grupo, 

en su acuerdo de política general, puede decidir: 1) implantar un único SII para todas las 

empresas del grupo, nombrando así un único “Responsable del sistema”, sin perjuicio de la 

posibilidad de disponer de varios canales internos de información; 2) implantar un SII en cada 

una de las empresas del grupo, designando varios Responsables del sistema, uno por cada SII, y 

de nuevo mediante la implantación de varios canales internos de información; y 3) crear varios 

conjuntos de sociedades, cada uno de ellos con un SII propio, debiendo nombrar a su vez a varios 



“Responsables del Sistema”, dependiendo del número de subgrupos creados, y de nuevo con la 

posibilidad de instaurar varios canales internos de información.    

Por último, conforme a lo dispuesto en el art. 8.3 de la LEY 2/2023, tanto el 

nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada como Responsable 

del Sistema interno de información, así como de las integrantes del órgano colegiado deberán 

ser notificados a la AGPI en el plazo de los diez días hábiles siguientes, especificando, en el caso 

de su cese, las razones que han justificado el mismo.  

Ahora bien, siendo las posibilidades de creación de Sistemas internos de información 

muy variadas, y siendo posible que en un mismo grupo de empresas existan varios Responsables 

del Sistema, queda por determinar en qué casos el nombramiento y cese debe ser notificado a 

la AGPI. 

Pues bien, que la AGPI puede sustituir a la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante en el ejercicio de las funciones que le asigna la Ley 2/2023 carece de toda duda, ya 

que así se establece de manera expresa en su art. 8.3 y confirma la propia exposición de motivos 

de la misma: “conviene destacar la posible implantación de canales externos de información por 

parte de las comunidades autónomas. La llevanza de dichos canales externos será asumida por 

autoridades independientes autonómicas análogas a la Autoridad Independiente de Protección 

del Informante, A.A.I. cuya competencia podrá extenderse tanto a las informaciones sobre 

infracciones que, comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley, sean cometidas en el 

ámbito de las entidades del sector público autonómico y local del territorio de la 

correspondiente comunidad autónoma, como a las relativas a incumplimientos imputables a 

entidades del sector privado que produzcan efectos únicamente en el territorio de dicha 

comunidad autónoma”. 

Y de igual manera, carece de toda duda que la AGPI ha asumido las competencias en 

materia de control de los Sistemas internos de Información de las entidades obligadas del sector 



privado. Y lo ha hecho gracias a la habilitación expresa contenida en la Ley Gallega 1/2016, de 

18 de enero, de transparencia y buen gobierno. Así, en el Capítulo IV de esta última norma, 

relativo precisamente a los “Mecanismos externos de comunicación de informaciones y de 

protección de la persona informadora en la Comunidad Autónoma de Galicia”, se señala 

expresamente que “Las previsiones contenidas en este capítulo serán de aplicación: … a las 

entidades del sector privado en la medida en que las informaciones o hechos comunicados se 

circunscriban de modo exclusivo al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia” 

(art. 51 quinquies). Es más, posteriormente, en el art. 51septies de la Ley Gallega 1/2016, donde 

se concretan las funciones de la AGPI, se advierte que entre ellas se encuentra “La gestión del 

canal externo de comunicaciones” así como “Las demás funciones que prevea la Ley 2/2023, de 

20 de febrero, siempre que se refieran al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 

Galicia”. 

Y justamente una de esas funciones, que es la que aquí  nos interesa especialmente, no 

es otra que aquella contemplada en el art. 8.3 de la Ley 2/2023, a saber: “Tanto el nombramiento 

como el cese de la persona física individualmente designada, así como de las integrantes del 

órgano colegiado deberán ser notificados a la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I., o, en su caso, a las autoridades u órganos competentes de las comunidades 

autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, en el plazo de los diez días hábiles 

siguientes, especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el mismo”. 

Es decir, que las entidades del sector privado obligadas a disponer de un SII en los 

términos previstos en la Ley 2/2023 se encuentran obligadas a notifica a la AGPI tanto el 

nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, así como de las 

integrantes del órgano colegiado del SII, en el plazo de los diez días hábiles siguientes, 

especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el mismo. 



Afirma en este sentido la norma que dicha obligación legal, supuesto que la notificación 

deba hacerse a una autoridad autonómica, lo será “en el ámbito de sus respectivas 

competencias”. La norma autonómica, por su parte, manifiesta (por lo que se refiere a los entes 

privados) que las competencias de la AGPI en lo relativo a las entidades del sector privado se 

circunscriben “de modo exclusivo al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia”.  

A la vista de lo anterior, queda por determinar, pues, cuáles son los grupos de empresas 

obligados a notificar a la AGPI tanto el nombramiento como el cese de la persona física 

individualmente designada, así como de las integrantes del órgano colegiado del SII. 

Como dijimos, en el caso de un grupo de sociedades, la dominante puede decidir: 1) 

implantar un único SII para todas las empresas del grupo, nombrando así un único “Responsable 

del sistema”, sin perjuicio de la posibilidad de disponer de varios canales internos de 

información; 2) implantar un SII en cada una de las empresas del grupo, designando varios 

Responsables del sistema, uno por cada SII; y 3) crear varios conjuntos de sociedades, cada uno 

de ellos con un SII propio, debiendo nombrar a su vez a varios “Responsables del Sistema”, 

dependiendo del número de subgrupos creados, y de nuevo con la posibilidad de instaurar varios 

canales internos de información.    

Pues bien, en tales casos entendemos que: 1) si se implanta un único SII para todas las 

empresas del grupo, nombrando así un único “Responsable del sistema”, la notificación del 

mismo a la AGPI debe hacerse si la sociedad dominante tiene su domicilio social en la CC.AA. de 

Galicia, todas las empresas o sociedades del grupo cuentan igualmente con su domicilio social 

en Galicia y si, además, sus centros de trabajo (móviles o permanentes) se encuentran ubicados 

en Galicia; 2) si la decisión es implantar un SII en cada una de las empresas del grupo, designando 

varios Responsables del sistema, uno por cada SII, deberán ser notificados a la AGPI aquellos 

Responsables de las empresas que tengan su domicilio social en la CC.AA. de Galicia, siempre y 

cuando todos sus centros de trabajo (móviles o permanentes) se encuentren ubicados en ella; y 



3) si por lo que se opta es por crear varios conjuntos de sociedades, cada uno de ellos con un SII 

propio, con varios “Responsables del Sistema”, sólo será necesaria la notificación a la AGPI de los 

Responsables cuando todas las empresas del subgrupo de que se trate tengan su domicilio social 

en la CC.AA. de Galicia y si, además, sus centros de trabajo (móviles o permanentes) se localizan 

geográficamente en Galicia. 

 


